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Respetado doctor Correa: 
Por decisión de la Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes me ha correspondido presentar ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 198 de 2017 Cámara “Por el cual se crea el Estatuto Anticorrupción de la Policía Nacional y se dictan otras disposiciones”. A continuación, nos permitimos rendir ponencia negativa en los siguientes términos:
Objeto del proyecto
El Proyecto de Ley número 198 de 2017 Cámara “Por el cual se crea el Estatuto Anticorrupción de la Policía Nacional y se dictan otras disposiciones”, tiene por objeto establecer un conjunto de normas, estrategias, planes, programas, proyectos, actividades, instrumentos y órganos para la lucha contra la corrupción al interior de la Policía Nacional creando un Sistema Integral Anticorrupción de la Policía (SIAP) que compone la Unidad Nacional Anticorrupción Policial (UNAP) compuesta por tres subunidades: investigación disciplinaria, investigación penal e investigación fiscal. Instancias de acción coordinada encaminadas a localizar, prevenir, sancionar y desarticular la corrupción de la institución policial.
Antecedentes
El Proyecto de ley 198 de 2017 Cámara “Por el cual se crea el Estatuto Anticorrupción de la Policía Nacional y se dictan otras disposiciones”, fue radicado el día 12 de diciembre de 2017, por el Honorable Representante Oscar de Jesús Hurtado Pérez, del Partido Liberal Colombiano.
Composición del articulado
El Proyecto de Ley número 198 de 2017 Cámara, consta de veintitrés (23) artículos, desarrollados en dos títulos, donde el primero señala “EL SISTEMA INTEGRAL ANTICORRUPCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL (SIAP)” y el segundo consagra “LA CULTURA PARA LEGALIDAD Y BIENESTAR POLICIAL”
Sobre la legislación vigente

Se considera procedente clarificar la misión constitucional a la Policía Nacional, así los vicios de constitucionalidad en que incurre esta iniciativa, pues dentro de su contenido normativo obran aspectos de fijación del régimen salarial y prestacional de los miembros de la Fuerza Pública.

Las obligaciones que nacen del régimen prestacional de los miembros de la Fuerza Pública, son susceptibles de regulación exclusivamente mediante ley marco y no admiten, en su desarrollo, otra modalidad normativa por expresa prohibición constitucional, que compete conocer la Comisión Séptima Constitucional Permanente de ambas cámaras, como lo establece el artículo 2º de la Ley 3ª de 1992:

“Comisión Séptima:

Compuesta de catorce (14) miembros en el Senado y diecinueve (19) en la Cámara de Representantes, conocerá de: estatuto del servidor público y trabajador particular; régimen salarial y prestacional del servidor público; (... etc.)”
(...)
Sobre el desconocimiento de esa disposición, la Corte Constitucional, en sentencia C-792-00, preceptuó:

“Ahora bien, resta indicar que, como lo manifestó esta Corporación, la violación a lo dispuesto en el mencionado artículo 2 de la Ley 3ª de 1992, acarrea un vicio de relevancia constitucional, que daría lugar a la declaración de inexequibilidad de la disposición legal irregularmente tramitada. 

(...)
De otra parte, resulta imperioso acentuar que el proyecto desconoce lo establecido en el artículo 209 de nuestra Carta Fundamental, el cual prevé que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, al igual que todos aquellos mecanismos que la Policía Nacional ha definido para el fortalecimiento de la transparencia, lucha contra la corrupción y servicio al ciudadano, soportado a partir de la consolidación del “Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano” en cada uno de sus componentes y estrategias que lo integran, generando efectos contrarios a la institución policial, como quiera que no permite avanzar de forma determinante hacia mejores escenarios de interacción y relacionamiento en el ámbito nacional e internacional, con procedimientos más transparentes, información abierta al ciudadano, a través de los diferentes sistemas frente al desarrollo de la política pública, que no solo media en consolidación del tratamiento de datos, sino sobre la base de coordinación y complementariedad de todas las instituciones.

Por tal razón, la iniciativa legislativa debe compilar los componentes de “Gestión del Riesgo”, “Racionalización de Trámites”, “Rendición de Cuentas”, “Atención al Ciudadano”, “Transparencia y Acceso a la Información” e “Iniciativas Adicionales”, todos aquellos conceptos definidos en el Decreto 1499 de 2017 y el manual operativo para la implementación del Modelo Integrado de Planeación y Gestión – MIPG, permitiendo alinearse a la “Planeación Estratégica Institucional” con las “Iniciativas Adicionales” en busca de una Policía Nacional altamente efectiva en el cumplimiento de su misión constitucional.

De otra parte, se recalca que el artículo 76 de la Ley 1474 de  2011 y normas concordantes, establecen que el “Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano”, corresponde a cada entidad del orden nacional, departamental y municipal, quienes deberán elaborar anualmente una estrategia de lucha contra la corrupción y de atención al ciudadano, contemplando el mapa de riesgo de corrupción en la respectiva entidad, las medidas concretas para mitigarlos, las estrategias anti trámites y los mecanismos para mejorar la atención al ciudadano.
De ahí que, en aquellas entidades donde se tenga implementado un sistema integral de administración de riesgos, se podrá validar la metodología del mismo con la definida por el Programa Presidencial de “Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción”.

En este orden de ideas, la Policía Nacional, siguiendo la herramienta “Estrategia para la Construcción del Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano” propuesta por la Oficina de Transparencia de la Presidencia de la República, como un instrumento de tipo preventiva para el control de la gestión, ha desarrollado el plan anticorrupción y atención al ciudadano, el cual se encuentra publicado en la página web https://www.policia.gov.co/control-interno-anticorrupcion/plan-anticorrupcion, circunstancia que denota la observancia estricta de la norma ibídem. 

Aunado a lo precedente, la Policía Nacional, a través de la Resolución 01974 del 8 de mayo de 2017 “Por la cual se modifica parcialmente la resolución 00223 del 29 de enero de 2015 y se documenta la política integral de transparencia policial y se dicta otras disposiciones”, determina la “Política Integral de Transparencia Policial”, como instancia para afrontar amenazas internas y externas que afectan la misión, imagen, confianza, credibilidad y estabilidad de la Institución, así como mitigar las conductas y actuaciones no adecuadas y fortalecer los comportamientos éticos e íntegros, que a su vez impacten en la prestación del servicio y por ende, en la cercanía y construcción de relaciones de confianza con la comunidad; cuyo insumo principal se estableció en los parámetros emitidos por organizaciones internacionales tales como, la ONU, OTAN, OEA, CICR, Política de Buen Gobierno y de la Alta Consejería para la Transparencia de la Presidencia de la República y otras organizaciones no gubernamentales reconocidas tanto a nivel nacional como internacional.

La Política Integral de Transparencia Policial es transversal a todas las unidades de la Policía a nivel nacional, la cual debe ser atendida, comprendida y aplicada en todos los ámbitos y por todos sus integrantes. 
Consideraciones del proyecto de ley
· En suma, el proyecto objeto de estudio, aunado a los vicios de procedimiento en su trámite, evidencia desde el marco general el desconocimiento normativo ya establecido frente a la materia, como del régimen especial del personal uniformado que integra la Policía Nacional, no solo desde el contexto administrativo laboral, sino del plano prestacional, salarial, disciplinario, estructural, entre otros, por lo que se sugiere observar las normas especiales. 
· El planteamiento del proyecto de ley en la exposición de motivos y en su objeto dejan entrever la intención de modificar la estructura organizacional, el régimen prestacional, de formación, incluso los principios de la actuación de la Policía Nacional, so pretexto de implementar o establecer normas, procedimientos y mecanismos encaminados a prevenir y sancionar actos de corrupción, susceptibles de ser investigados y sancionados administrativa o penalmente, que a la postre dicha Institución ya los viene implementando desde décadas atrás, que fueron el cimiento para fortalecer la política de autocontrol y autorregulación en este aspecto, al punto que la mayoría de los casos han sido visibilizados y sancionados por sus órganos de control disciplinario y puestos a disposición de la Fiscalía General de la Nación para que adelante las acciones penales respectivas. 

· En su objeto también es claro que se pretende crear instancias (Unidad Nacional Anticorrupción Policial-UNAP) dentro del que denominan “Sistema Integral Anticorrupción de la Policía Nacional (SIAP)” con una débil y ambigua argumentación según la cual se “procura promover la transparencia, la eficiencia y la eficacia de la función policial del Estado, dentro de un marco ético, democrático y participativo, que asegure el bienestar del funcionario, la tranquilidad de la ciudadanía y la prevalencia del interés general”, que a la vez resulta contradictoria y carente de fundamentos jurídicos, como quiera que la Policía Nacional tiene implementada la Política Integral de Transparencia Policial (PITP), que resulta incluso más robusta que la esbozada en el proyecto. 

· Así mismo, trata de los derechos de los “miembros de la Policía Nacional, su personal administrativo y contratistas, tienen derecho en el marco del Sistema Integral Anticorrupción de la Policía Nacional (SIAP)”, el contenido del numeral 4 “Garantías de su integridad personal y familiar, así como su estabilidad laboral reforzada, cuando decidan denunciar actos de corrupción al interior de la Policía Nacional”, es una norma considerada desde todos sus aspectos ambigua, lo que puede conllevar a abusos al interior de la institución, máxime cuando no se establecen límites ni condiciones, por ejemplo para otorgar los garantías siempre y cuando la denuncia sea eficaz, también dejando de presente que en caso de ser falsa la información tendrá algunas consecuencias o sanciones, por lo que algunas personas en el ejercicio del mando crean asperezas con los comandantes y buscaran interponer falsas denuncias con la premisa que como denunciaron al Comandante no se pueden adoptar ningún tipo de medida administrativa, bajo la premisa del concepto de “estabilidad laboral reforzada”.
· Se debe evaluar en el proyecto las ofertas de bonificación para aquellas personas que denuncien actos de corrupción, pues se revive el flagelo de los falsos testigos y el incremento de las denuncias falsas, no solo motivadas en las retaliaciones por procedimientos policiales, sino que ahora también por fines económicos.  

· La Ley 734 de 2002 “Por la cual se expide el Código Disciplinario Único”, en su numeral 24 del artículo 34, impone el deber a todos los servidores públicos de denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviera conocimiento, salvo las excepciones de ley.  

· De mismo modo la Ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”, en su artículo 13, establece beneficios penales por colaboración, siempre que sea efectivo y restringe de los mismos a quienes hayan sido condenados por delitos contra la administración pública. Este mismo precepto determina en el artículo 73 que todas las entidades del estado deben elaborar estrategias de lucha contra la corrupción y atención al ciudadano. Dicha estrategia contemplará, entre otras cosas, el mapa de riesgos de corrupción en la respectiva entidad, las medidas concretas para mitigar esos riesgos, las estrategias anti trámites y los mecanismos para mejorar la atención al ciudadano. El Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción señalará una metodología para diseñar y hacerle seguimiento a la señalada estrategia. 

· Conforme a lo anterior,  la Policía Nacional ha venido cumpliendo sus obligaciones legales como se evidencia en su Política Integran de Transparencia Policial, incentivando a la denuncia en las Oficinas de Atención al Ciudadano o de manera virtual con la implementación de las nuevas tecnologías, sin mencionar las demás dimensiones; por lo que, se considera que algunos aspectos del proyecto ya se encuentran en normas aludidas, como el deber de la denuncia que encontramos en el numeral 4, articulo 4, de la iniciativa, incluso dándose una garantías sin que se prescriba que para obtener estos beneficios la información debe ser efectiva, lo que podría incentivar actuaciones subjetivas que en su alcance tiene efectos penales.           

· Sobre la creación de la “Unidad Nacional Anticorrupción Policial (UNAP)” a la cual se le confiera la facultad de “Suspender provisionalmente, adelantar las investigaciones, e imponer las sanciones a que haya lugar a oficiales, personal del nivel ejecutivo, suboficiales y agentes (…)” desconoce a la Inspección General de la Policía Nacional y sus unidades desconcentradas como instancia creada por la Ley 1015 de 2006, para adelantar el control disciplinario al interior de la Institución, situación que podría quebrantar el principio de Juez Natural establecido en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, pero además, en dado caso que la pretensión no sea suprimir la Inspección General, tampoco resulta pertinente la existencia de una tercera entidad alterna para investigar a los miembros de la Policía Nacional, aunado que el proyecto no contempla los mecanismos para resolver la colisión de competencias que sin dudas se presentaría. También es un contrasentido frente al personal no uniformado de la Policía Nacional, cuya competencia para investigarlos disciplinariamente es el Ministerio de Defensa Nacional.

· El proyecto plantea la regulación de los Instrumentos para la transparencia, se instituye que los “dispositivos de audio y video” se encuentran regulados en el artículo 21 de la Ley 1801 de 2016, así: 

“Carácter público de las actividades de Policía. Todo procedimiento policivo podrá ser grabado mediante cualquier medio de las tecnologías de información y comunicación, por lo que le está prohibido a cualquier persona, salvo las restricciones expresas de ley, impedir que sean realizadas dichas grabaciones.

La autoridad de Policía que impida la grabación de que trata este artículo sin la justificación legal correspondiente incurrirá en causal de mala conducta”. 

En ese sentido, la norma esbozada no resulta procedente, como quiera que en la actualidad la Institución cuenta con dispositivos tanto en los vehículos, radios de comunicación y cascos de uso de los funcionarios de policía que permiten, no sólo monitorear sus procedimientos, sino también la ubicación en tiempo real del mismo.

· En cuanto a lo señalado referente a que “La Dirección de Inteligencia Policial -DIPOL- establecerá un sistema de evaluación y verificación anual de la conducta policial, con muestras aleatorias entre el personal, utilizando la prueba del polígrafo (…)” valga la pena indicar que el polígrafo no es un medio de prueba que se encuentre homologado en el derecho probatorio ni procesal, son medios orientativos para la toma de decisiones, los cuales deben realizarse con el consentimiento del funcionario por el empleo de instrumentos que pueden inciden en la órbita de su intimidad, por lo tanto, no se debe acudir simplemente a la inferencia para adoptar una decisión frente a la permanencia o no en el servicio, circunstancia que vulneraria el debido proceso.   

· Frente al proceso de formación para los integrantes de la Policía Nacional, se hace necesario señalar lo establecido en el artículo 7 de la Ley 62 de 1993
, "Profesionalismo. La actividad policial es una profesión. Sus servidores deberán recibir una formación académica integral, de tal forma que les permita una promoción profesional, cultural y social, con acento en los derechos humanos, la instrucción ética, ecológica, de liderazgo y de servicio comunitario. Todo miembro de la Policía Nacional, de acuerdo con su rango, será capacitado integralmente en academias y centros de formación especializada integral. Su formación técnica y académica abarcará, entre otras, nociones de derecho y entrenamiento en tareas de salvamento y ayuda ciudadana” precepto que consagra la actividad policial como una profesión, indicando que sus servidores deberán recibir una formación académica integral, con acento en los derechos humanos, la instrucción ética, ecológica, de liderazgo y de servicio comunitario.

· De otro lado, la propuesta desconoce el mandato constitucional frente a la autonomía universitaria, en el sentido que la Dirección Nacional de Escuelas es reconocida por el Ministerio de Educación Nacional como una Institución de Educación Superior – IES, por tal razón le corresponde cumplir lo establecido en el artículo 137 de la Ley 30 del 1992, normativa que consagra que las escuelas de formación de la Policía Nacional continuarán adscritas a las entidades respectivas y funcionarán de acuerdo con su naturaleza jurídica y su régimen académico lo ajustarán al tenor de lo señalado en la mencionada ley, es por ello,  que los programas propuestos en el proyecto de Ley, desconocen la temática académicos ejecutada por la DINAE, Institución de Educación Superior que cuenta con las condiciones de calidad establecidas en la Ley 1188 de 2008, así como la acreditación otorgada por el Ministerio de Educación Nacional, entre otros aspectos.

· Adicionalmente, con lo planteado en la iniciativa se presentaría una disminución del pie de fuerza del personal profesional, teniendo en cuenta que actualmente egresan de las escuelas de formación un aproximado de 5.000 hombres y mujeres por año y al entrar en vigencia dicha propuesta durante tres y cinco años respectivamente, no se nombraría personal en el Nivel Directivo y Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional.  Así mismo, desde el punto de vista financiero y logístico, no contempla un análisis presupuestal de las asignaciones requeridas para las Escuelas de Formación de la Policía, por cuanto se triplicaría el mismo, por las siguientes razones:
1. La capacidad instalada en las escuelas de formación es aproximadamente para 5.000 estudiantes.  

2. Costos y gastos de sostenimiento, referentes a pagos de servicios públicos, pagos se servicios de aseo a instalaciones, pago de alimentación a estudiantes y dotación a los mismos.

3. Gasto en la vinculación de docentes, gastos de estudios e investigaciones y remuneración servicios técnicos (asesores).

4. Adquisición de parque automotor y demás gastos inherentes (combustible, mantenimiento, seguros) utilizados para la movilización de estudiantes en los diferentes procesos de formación.

5. Material logístico (mobiliario, equipos de cómputo, equipos audiovisuales, munición, equipos de comunicación, papelería, dotación alojamientos).
· Ahora bien, en lo atinente con el parágrafo del artículo 33 que se propone, a todas luces resulta inconstitucional, toda vez que no existe ponderación entre la conducta y la sanción, teniendo en cuenta que la Ley 1015 de 2006 incrementó entre 10 y 20 años el límite establecido en el Código Único Disciplinario.  
   Conclusiones
Se concluye que resulta inconveniente la propuesta legislativa bajo estudio, por cuanto adolece de técnica legislativa y unidad de materia, pues se trata de una iniciativa que pretende abarcar distintas temáticas.
Finalmente, en su articulado, pretende regular asuntos que ya se encuentran establecidos en otros preceptos normativos, Ley 1801 de 2016 - Código Nacional de Policía y Convivencia, Ley 1015 de 2006 - Régimen Disciplinario de la Policía Nacional, Ley 734 de 2002 - Código Disciplinario Único, Ley 1474 de 2011 - Estatuto anticorrupción,  Ley 1188 de 2008 -  Registro calificado de educación superior y Ley 30 de 1992 - Organiza el servicio público de educación superior, así como  en políticas públicas ya formuladas por el Gobierno Nacional, presupuestos de carácter jurídico que fundamentan con mayor precisión las razones de improcedencia de la norma. 

En razón a estas consideraciones, se propone el archivo del Proyecto de ley número 198 de 2017 Cámara.
 Proposición
Con fundamento en las razones de inconveniencia expuestas, me permito rendir Ponencia Negativa y en consecuencia solicitarle a la Comisión Primera de la Cámara de Representantes ordenar el archivo del Proyecto de ley número 198 de 2017 Cámara.
Del Honorable Representante,
MIGUEL ANGEL PINTO HERNÁNDEZ

Ponente
� Por la cual se expiden normas sobre la Policía Nacional, se crea un establecimiento público de seguridad social y bienestar para la Policía Nacional, se crea la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y se reviste de facultades extraordinarias al Presidente de la República"





